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Introducción

El uso de la fuerza armada en las rela-
ciones internacionales es un tema con-
trovertido que ha tenido un desarrollo 
evolutivo en el Derecho Internacional 
Público. En estas páginas trataremos de 
explicar los aspectos más importantes 
de la regulación internacional del uso 
de la fuerza, especialmente desde la 
Carta de las Naciones Unidas y el de-
recho internacional general.

1. Breve Historia de la 
Regulación del Uso de la 
Fuerza

No es nuestra intención elaborar un 
desarrollo histórico amplio para expli-
car la naturaleza jurídica del uso de la 
fuerza en el derecho internacional pú-
blico. En tal sentido, sólo explicaremos 
brevemente la historia de la regulación 
del uso de la fuerza.

En la Edad Antigua nace la doctrina 
de la guerra como bellum iustum y iusta 

causa. Llegada la Edad Media, fue la 
patrística la que se encargó de ampliar 
la doctrina de la guerra justa, en base 
a los tratadistas romanos.

Más adelante, los autores del siglo XVI 
al siglo XVIII, especialmente los teólo-
gos-juristas de la escuela de Salamanca, 
Francisco de Vitoria (1483-1546), Luis 
de Molina (1535-1600) y Francisco 
Suárez (1548-1617), se ocuparon de las 
condiciones que deben reunirse para 
que los príncipes puedan legítimamente 
iniciar una guerra, desarrollando la 
doctrina del ius ad bellum.

Sin embargo, durante el siglo XIX 
se abandonan las consideraciones 
ético-jurídicas de la doctrina del ius 
ad bellum y la guerra se concibe como 
un atributo del Estado al que puede 
recurrir, como medio de autotutela 
(self-help) o como medio de asegurar 
su conservación.1

Sin embargo, no es hasta la etapa del 
derecho internacional clásico cuando 
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el concepto de guerra justa se hace 
relativo ya que los doctrinarios de la 
época se dieron cuenta que los Estados 
podían interpretar que ciertas guerras 
eran o no justas (a esto le denominaron 
probabilismo).

En la etapa del derecho internacional 
clásico se desarrollaron doctrinaria-
mente ciertas categorías de uso de la 
fuerza como la guerra misma o ciertas 
formas de medidas cercanas a la guerra 
como las retorsiones2 o represalias, 
además los Estados aplicaban la au-
toayuda y la legítima defensa principio 
que hoy sobrevive.

La Primera Conferencia de Paz de la 
Haya de 1899 fue un gran avance en 
la prohibición del uso de la fuerza, ya 
que al menos se firmó un tratado sobre 

solución pacífica de conflictos inter-
nacionales, en el que se prescribía que 
antes de iniciar una guerra, las Partes 
se comprometían a utilizar los buenos 
oficios o la mediación de una o varias 
potencias amigas o a aceptar la iniciativa 
mediadora de Partes ajenas al litigio.

A pesar de las buenas intenciones de 
la Primera Conferencia, no fue hasta 
la Conferencia de Paz de La Haya de 
19073 cuando se adopta la II Conven-
ción de La Haya de 1907, relativa a la 
prohibición del uso de la fuerza para 
el cobro de deudas contractuales, en 
que se construye el primer hito en la 
prohibición del uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales.

Luego de la Primera Guerra Mundial, 
surge el Convenio de la Sociedad de 
Naciones (1919) que sin embargo no 
prohíbe la guerra, pero en su artículo 
12 trata de retrasarla:

Todos los miembros de la Liga convienen 
en que si surge entre ellos alguna diferen-
cia susceptible de producir una ruptura, 
la someterán bien al procedimiento del 
arbitraje, ya al examen del Consejo. 
Convienen, además, en que en ningún 
caso deberán recurrir a la guerra antes 
de que expire un plazo de tres meses 
después de la sentencia de los árbitros o 
del informe del Consejo.

“Cuando se adopta la II 
Convención de La Haya de 
1907, relativa a la prohibición 
del uso de la fuerza 
para el cobro de deudas 
contractuales, se construye el 
primer hito en la prohibición 
del uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales.”
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En todos los casos previstos por este 
Artículo, la sentencia de los árbitros 
se dictará en un plazo razonable, y el 
Consejo deberá emitir su informe en el 
plazo de seis meses a contar desde la fecha 
en que se le haya sometido la diferencia.

Más adelante diversos Estados se com-
prometieron con el Pacto Briand-Ke-
llogg de 19284 o Pacto general de renuncia 
a la guerra. Sin embargo, a pesar de 
haberlo ratificado, muchos Estados 
siguieron utilizando su fuerza armada 
sin declarar la guerra, lo que no habría 
estado prohibido in strictu sensu.

2. Prohibición del Uso de la 
Fuerza bajo la Carta de las 
Naciones Unidas

Con el nacimiento de las Naciones 
Unidas, casi al final de la Segunda Gue-
rra Mundial, se proclama como regla 
de Derecho Internacional el principio 
de prohibición del uso de la fuerza.

La Carta de las Naciones Unidas, artí-
culo 2 párrafo 4, prescribe que:

Los Miembros de la Organización, 
en sus relaciones internacionales, se 
abstendrán de recurrir a la amenaza o 
al uso de la fuerza contra la integridad 
territorial o la independencia política de 
cualquier Estado, o en cualquier otra 
forma incompatible con los Propósitos 
de las Naciones Unidas.

Esta abstención no sólo de la fuerza, 
sino de la amenaza de su uso, significa 
que los Estados no podrán hacer uso 
de su fuerza armada5 en sus relaciones 
con otros Estados, mas no prohíbe 
otras medidas coercitivas, como por 
ejemplo las sanciones económicas.

La Asamblea General de la ONU ha 
contribuido al desarrollo del prin-
cipio de prohibición del uso de la 
fuerza, así, la Declaración sobre los 
Principios de Derecho Internacional, 
referente a las relaciones de amistad 
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y a la cooperación entre los Estados 
de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas6, indica que:

Todo Estado tiene el deber de abstener-
se, en sus relaciones internacionales, de 
recurrir a la amenaza o al uso de la 
fuerza […]
Una guerra de agresión constituye un 
crimen contra la paz […]
Todo Estado tiene el deber de abstenerse 
de organizar o fomentar la organización 
de fuerzas irregulares o de bandas arma-
das, incluidos los mercenarios, para hacer 
incursión en el territorio de otro Estado.
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de 
organizar, instigar, ayudar o participar en 
actos de guerra civil o en actos de terrorismo 
en otro Estado o de consentir actividades 
organizadas dentro de su territorio encami-
nadas a la comisión de dichos actos […]

La Corte Internacional de Justicia (CIJ) 
se ha pronunciado sobre la cualidad 
consuetudinaria del principio que es-
tamos estudiando.

En el Caso sobre las Actividades militares y 
paramilitares en y en contra de Nicaragua, la 
CIJ, en su sentencia del 27 de junio de 
1986, expresó que existe en el Derecho 
Internacional Consuetudinario una opi-
nio iuris respecto a la calidad obligatoria 
de tal principio, que puede ser deducida, 
inter alia, de la actitud de las Partes y de 

los Estados hacia ciertas resoluciones 
de la Asamblea General, particularmen-
te la Resolución 2625 (XXV)7.

El principio de no empleo de la fuerza, 
opina la Corte8, puede ser considerado 
como un principio de derecho interna-
cional consuetudinario, no condicionado 
por las previsiones que se relacionan con 
la seguridad colectiva, o las facilidades o 
contingentes armados a ser suministra-
dos bajo el artículo 43 de la Carta.

Sin embargo, en el caso citado, la CIJ 
opinó que, mientras suministrar armas 
y entrenar a los Contras9 puede indubi-
tablemente involucrar la amenaza o el 
empleo de la fuerza contra Nicaragua, 
esto no necesariamente ocurre res-
pecto a todas las formas de ayuda del 
gobierno de Estados Unidos. En par-
ticular, la Corte considera que el mero 
envío de fondos a los contras, aunque 
constituye sin duda una intervención 
en los asuntos internos, no supone en 
sí mismo un uso de la fuerza.10

3. Excepciones a la 
Prohibición del Uso de la 
Fuerza en la Carta de las 
Naciones Unidas

Tiempo atrás se quiso interpretar el 
artículo 2, párrafo 4, de la Carta de 
las Naciones Unidas, especialmente la 
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frase “contra la integridad territorial o 
la independencia política de cualquier 
Estado” en un sentido estricto.

Ejemplo de ello fue el Caso del Canal de 
Corfú, Reino Unido de Gran Bretaña vs. 
Albania (1949), en el que Gran Bretaña 
arguyó ante la Corte Internacional de 
Justicia (CIJ) que una operación de 
limpieza de minas efectuada por sus 
unidades navales en aguas territoriales 
albanesas no era contraria al artículo 2, 
párrafo 4, de la Carta, porque tal acción 
no amenazó ni la integridad territorial 
ni la independencia política de Albania.

En respuesta a ello, la CIJ en su sen-
tencia sobre el Caso del Canal de Corfú, 
sostuvo que:

Sólo puede considerar al pretendido dere-
cho de intervención como la manifestación 
de una política de fuerza, que en el pasado 
ha ocasionado los más graves abusos y que, 
cualesquiera que sean las deficiencias del 
sistema actual de organización interna-
cional, no encuentra lugar alguno en el 

Derecho Internacional. La intervención es 
quizá menos aceptable en la forma parti-
cular que presenta en este caso, puesto que 
reservada por la naturaleza de las cosas a 
los Estados más poderosos, podría llevar 
fácilmente a falsear la administración de 
la justicia internacional.11

3.1. Legítima Defensa individual 
y colectiva

Podemos definir la legítima defensa 
como un mecanismo de autotutela por 
medio del cual un Estado puede hacer 
uso lícito de la fuerza para detener o 
rechazar un ataque armado previo.12

“Podemos definir la legítima 
defensa como un mecanismo 
de autotutela por medio del 
cual un Estado puede hacer 
uso lícito de la fuerza para 
detener o rechazar un ataque 
armado previo.”
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La legítima defensa la encontramos 
regulada en la Carta de las Naciones 
Unidas, artículo 51, de la siguiente 
manera:

Ninguna disposición de esta Carta me-
noscabará el derecho inmanente de legíti-
ma defensa, individual o colectiva, en caso 
de ataque armado contra un Miembro de 
las Naciones Unidas, hasta tanto que el 
Consejo de Seguridad haya tomado las 
medidas necesarias para mantener la 
paz y la seguridad internacionales. Las 
medidas tomadas por los Miembros en 
ejercicio del derecho de legítima defensa 
serán comunicadas inmediatamente al 
Consejo de Seguridad, y no afectarán 
en manera alguna la autoridad y res-
ponsabilidad del Consejo conforme a la 
presente Carta para ejercer en cualquier 
momento la acción que estime necesaria 
con el fin de mantener o restablecer la paz 
y la seguridad internacionales.

Este artículo, que recoge el derecho 
internacional consuetudinario, no hace 
más que reconocer el derecho de auto-
tutela o autoayuda que ostentan todos 
los Estados soberanos.

Sin embargo, para algunos autores13 
su interpretación debe ser restrictiva ya 
que sólo hace referencia a la respuesta 
ante un ataque armado y no ante otras 
situaciones como la amenaza a la paz. 

“Se trata así de una medida de carácter 
perentorio pero provisional y en tanto 
no accione la comunidad internacional 
las medidas de tipo colectivo que tiene 
previstas”14.

Actuar en legítima defensa implica, 
entonces, un ataque armado previo, 
sin embargo, el 14 de diciembre de 
1974, la Asamblea General adoptó por 
consenso la Resolución 3314 (XXIX) 
sobre la Definición de Agresión, en 
cuyo artículo 2 se indica que:

El primer uso de la fuerza armada por 
un Estado en contravención de la Carta 
constituirá prueba prima facie de un acto 
de agresión, aunque el Consejo de Seguridad 
puede concluir, de conformidad con la Carta, 
que la determinación de que se ha cometido 
un acto de agresión no estaría justificada a 
la luz de otras circunstancias pertinentes, 
incluido el hecho de que los actos de que se 
trata o sus consecuencias no son de suficiente 
gravedad.

Para Diez de Velasco15, esta dispo-
sición admite la legítima defensa 
preventiva, pues reconoce que en 
algunos casos ‘el primer uso’ de la 
fuerza no sea un acto de agresión, 
pero en definitiva, según la resolu-
ción, la cuestión de si ha cometido 
un acto de agresión queda en manos 
del Consejo de Seguridad.
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La acción militar de Estados Unidos en 
Irán llevada a cabo entre el 24 y 25 de 
abril de 1980 para liberar a su personal 
diplomático y consular que estaban 
tomados como rehenes en su propia 
embajada en Teherán, fue justificada 
por el entonces Presidente estadouni-
dense, James Carter, como una inter-
vención humanitaria, dados los riesgos 
existentes para los rehenes, legitimada 
en última instancia como ejercicio del 
derecho de legítima defensa por parte 
de los Estados Unidos de América.16

Al no existir ataque armado previo, 
podría pensarse que no se encuadra 
como legítima defensa, “aunque sí una 
intervención limitada, necesaria y pro-
porcionada, y justificada como contra-
medida del Estado víctima respecto del 
ilícito previo imputable a la República 
Islámica de Irán, responsable interna-
cionalmente del secuestro de personas 
internacionalmente protegidas cuyas 
vidas se encontraban seriamente ame-
nazadas”17. Lamentablemente, la Corte 
Internacional de Justicia, que estaba 
viendo el Caso concerniente al personal 
diplomático y consular de Estados Unidos 
en Teherán (Estados Unidos vs. Irán 
1979-1981), no se pronunció sobre el 
tema de fondo.

La legítima defensa no sólo puede ser 
individual, sino colectiva, así lo indica 

el artículo 51 de la Carta de la ONU. 
Sin embargo, debemos hacer algunas 
precisiones con relación a ello.

En el caso concerniente a las activida-
des militares y paramilitares en y contra 
Nicaragua, Estados Unidos expuso 
que su actuación fue en base al artí-
culo 51 de la Carta, en otras palabras, 
el derecho de autodefensa colectiva.

Sin embargo la Corte sentenció que no 
pueden justificarse como legítima de-
fensa colectiva conductas hostiles si los 
Estados agraviados no la requirieron:

Está también claro que es el Estado que 
es la víctima de un ataque armado debe 
formar y declarar la opinión de que ha 
sido atacado. No hay ninguna regla en 
el derecho internacional consuetudinario 
permitiendo que otro Estado ejercite 
el derecho de la autodefensa colectiva 
en base de su propia valoración de la 
situación. Donde la autodefensa colectiva 
es invocada, es esperado que el Estado 
para cuyo beneficio es usado este derecho 
habrá declarado él mismo ser víctima de 
un ataque armado.18 […]

Es también evidente que si el Estado 
víctima desea que otro Estado venga a 
su ayuda en el ejercicio del derecho de la 
autodefensa colectiva, normalmente hará 
una solicitud expresa en tal efecto […]19
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3.2. Alcances de la Legítima 
Defensa

El ejercicio de la legítima defensa se 
encuentra condicionado a la necesidad, 
proporcionalidad e inmediatez.

En ese sentido, concodordamos con 
la mayoría de la doctrina que establece 
que el ejercicio de la legítima defensa 
debe cumplir ciertas condiciones que 
“se derivan de la práctica inveterada de 
los Estados –necesidad, proporcionali-
dad e inmediatez-; otras corresponden 
a su articulación con el sistema de 
seguridad colectiva –provisionalidad 
y subsidiariedad-”20.

Para graficar la condición del estado de 
necesidad y proporcionalidad es usual 
citar el Caso del Caroline (1837), entre 
EEUU y Gran Bretaña.

El Caroline, buque bajo pabellón esta-
dounidense que suministraba ayuda 
a rebeldes canadienses contra Gran 
Bretaña, fue destruido –con pérdidas 
de vidas humanas- el 30 de diciembre 
de 1837 por los británicos cuando 
se encontraba fondeado en aguas de 
los Estados Unidos. Los británicos 
justificaron el hecho como legítima 
defensa. En respuesta, Daniel Webs-
ter, Secretario de Estado de EEUU, 
expuso que para que el recurso a la 

legítima defensa fuera admisible, el 
país afectado debía demostrar “una 
necesidad de legítima defensa instan-
tánea, irresistible, que no permitiera 
la opción de otros medios y no dejara 
momento alguno de deliberación”.21

En otras palabras, la necesidad indica 
que éste será el único medio a recu-
rrir. La proporcionalidad incluye la 
magnitud en cuanto a la legalidad de 
la fuerza a utilizar.

Hay que recordar que la CIJ se planteó, 
en el Caso sobre la legalidad de la amenaza o 
el uso de armas nucleares (1996), si la con-
dición de proporcionalidad haría ilegal 
un ejercicio de la legítima defensa basa-
do en la utilización de armas nucleares, 
concluyendo que para que un ejercicio 
proporcional de la legítima defensa sea 
lícito debe cumplir también con los 
requerimientos del Derecho aplicable 
a los conflictos armados.22

Otra condición que se deriva del ar-
tículo 51 es la inmediatez esto es, 
inmediatamente después de producido 
el ataque armado. Así se deduce de la 
jurisprudencia de la Corte Internacio-
nal de Justicia, en el Caso Nicaragua, 
porque meses después de que fuera 
lanzada la ofensiva de la oposición 
armada en El Salvador no existía ne-
cesidad de legítima defensa.23
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Las condiciones de provisionalidad y 
subsidiariedad implican que las me-
didas tomadas en ejercicio del derecho 
de legítima defensa, tanto individual 
como colectiva, sólo continuarán hasta 
que el Consejo de Seguridad tome las 
medidas necesarias y “eficaces”24 para 
mantener la paz y seguridad interna-
cionales.

Bajo este análisis es imposible que 
doctrinas como la legítima defensa 
preventiva encuentren un acomodo 
en el Derecho Internacional actual, ya 
que nunca se “puede tener la certeza 
absoluta sobre las intenciones de la 
otra parte, y en momentos de crisis 
apenas hay tiempo para comprobar la 
información que indica la inminencia 
del ataque”25, dejando de ser objetiva 
la respuesta final.

3.3. Uso de la Fuerza 
Legitimada por el Consejo de 
Seguridad

El Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas tiene como responsabilidad 
primordial mantener la paz y seguridad 
internacionales y es el único autorizado 
para determinar qué situación la pone 
en peligro26. Ante ello, el Consejo, en 
aplicación del Capítulo VII de la Car-
ta, podrá utilizar medidas coercitivas 
como bloqueos navales.

Asimismo, el Consejo de Seguridad 
podrá utilizar la fuerza armada, en 
caso de quebrantamiento de la paz o 
acto de agresión, según lo estimare 
conveniente, como lo indica la Carta 
de las Naciones Unidas, Artículo 42:

Si el Consejo de Seguridad estimare que 
las medidas de que trata el Artículo 4127 
pueden ser inadecuadas o han demostrado 
serlo, podrá ejercer, por medio de fuerzas 
aéreas, navales o terrestres, la acción que 
sea necesaria para mantener o restablecer 
la paz y la seguridad internacionales. Tal 
acción podrá comprender demostraciones, 
bloqueos y otras operaciones ejecutadas 
por fuerzas aéreas, navales o terrestres 
de Miembros de las Naciones Unidas.

Este artículo debe ser concordado 
con la Carta de las Naciones Unidas, 
Artículo 39 que señala que es el propio 
Consejo el que determinará la existen-
cia de una amenaza a la paz o acto de 
agresión:

El Consejo de Seguridad determinará 
la existencia de toda amenaza a la 
paz, quebrantamiento de la paz o acto 
de agresión y hará recomendaciones o 
decidirá que medidas serán tomadas de 
conformidad con los Artículos 41 y 42 
para mantener o restablecer 1a paz y la 
seguridad internacionales.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/xdsoXo

DR © 2016. Organización de los Estados Americanos, Secretaría de Asuntos Jurídicos,  
Departamento de Derecho Internacional - http://www.oas.org/es/sla/ddi/publicaciones_catalogo_digital.asp 



312 . Curso de Derecho Internacional

La primera vez que el Consejo de 
Seguridad autorizó a una coalición de 
Estados el uso de la fuerza fue en la 
guerra de Corea. Otro caso paradig-
mático fue la autorización del uso de 
la fuerza a una coalición de Estados 
ante la invasión de Irak por Kuwait.

Por otro lado, la Carta de las Naciones 
Unidas, Artículo 52 párrafo 1, pres-
cribe que:

El Consejo de Seguridad utilizará dichos 
acuerdos u organismos regionales, si a ello 
hubiere lugar, para aplicar medidas coer-
citivas bajo su autoridad. Sin embargo, 
no se aplicarán medidas coercitivas en 
virtud de acuerdos regionales o por or-
ganismos regionales sin autorización del 
Consejo de Seguridad, salvo que contra 
Estados enemigos […]

Entonces, el Consejo de Seguridad 
podrá autorizar a un organismo regio-
nal a usar la fuerza en cumplimiento 
de su mandato de mantener la paz y 
seguridad internacionales.

4. Uso Legítimo de la Fuerza 
Basado en el Derecho 
Internacional General

Existen otras formas de uso de la 
fuerza que no estando previstas en 
la Carta de las Naciones Unidas, sin 

embargo, son consideradas legítimas 
por el Derecho Internacional general. 
A continuación las desarrollamos.

4.1. Uso de la Fuerza Legitimado 
por Tratado y por Invitación

Este uso de la fuerza está basado en la 
soberanía. Los Estados pueden pactar 
intervenciones militares en su propio 
territorio. Estas intervenciones pueden 
ser autorizadas por un tratado previo 
o por una invitación realizada por el 
gobierno legítimo del Estado.

Ahora bien, no debemos confundir 
la legítima defensa colectiva con este 
planteamiento, ya que en el primer 
caso estamos hablando de una in-
tervención prevista en la Carta de 
las Naciones Unidas y se basa en un 
tratado de seguridad colectiva como el 
Tratado Interamericano de Asistencia 
Recíproca (TIAR), el Pacto de Varso-
via o la intervención con participación 
de Organizaciones Internacionales 
como la Organización del Tratado del 
Atlántico Norte (OTAN), es decir in-
tervenciones frente a ataques externos.

El caso que estamos planteando es 
un acuerdo específico para una inter-
vención en caso de conflicto interno 
o una invitación frente a un conflicto 
externo sin tratado previo.
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4.2. Uso Legítimo de la Fuerza 
de los Pueblos que Luchan por su 
Libre Determinación: Guerras de 
Liberación Nacional (Protocolo I 
Adicional a las Convenciones de 
Ginebra - 1977)

A pesar que el derecho internacional 
no ha definido con claridad el término 
“pueblo”, el Protocolo I a las Conven-
ciones de Ginebra de 1977 ha regulado 
las luchas que algunos de ellos tienen 
contra la dominación colonial, la ocupa-
ción extranjera y los regímenes racistas.

La expresión “dominación colonial” im-
plica el caso en que un pueblo ha teni-
do que tomar las armas para liberarse 
de la dominación de otro pueblo.28 
Tal es el caso de Argelia que llevó a 
cabo, entre 1954 y 1962, un sangriento 
enfrentamiento contra la ocupación 
colonial de Francia.

La expresión “ocupación extranjera” cu-
bre los casos de ocupación parcial o 
total de un territorio que aún no está 
plenamente constituido en Estado,29 
como es el caso de la invasión y ocupa-
ción israelí al territorio palestino desde 
1948 hasta la fecha.

Por último, la expresión “regímenes 
racistas” implica si no la existencia de 
dos pueblos distintos, por lo menos 

una separación que garantiza, en el 
seno de un pueblo, la hegemonía de 
una parte de éste según una concep-
ción racial.30 Como lo fue el caso del 
gobierno de Rhodesia, cuyo régimen 
racista fue duramente criticado a 
nivel internacional a tal punto de ser 
declarado como una amenaza a la 
paz y seguridad internacionales por 
el Consejo de Seguridad31.

La regulación de este tipo de conflictos 
tiene su basamento en el principio de 
libre determinación de los pueblos, 
que tiene sus raíces en la Revolución 
Francesa de 1789 y la Ilustración. De 
un principio europeo se convirtió en 
universal a causa del proceso histórico 
de la descolonización. Su fuerza legi-
timadora es tan grande que muchas 
comunidades humanas invocan dicho 
principio para justificar su recurso al 
empleo de la violencia e incluso del 
terrorismo.32

4.3. Uso de la Fuerza en 
Guerras Civiles

Una guerra civil es una guerra entre 
dos o más grupos de habitantes del 
mismo Estado. Puede ser llevada a 
cabo para controlar el gobierno de un 
Estado o causada por el deseo de una 
parte de la población de separarse y 
formar un nuevo Estado.33
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Estos dos tipos de guerras civiles son las 
más comunes, sin embargo, pueden exis-
tir otros tipos, por ejemplo: los rebeldes 
pueden tratar de forzar a los gobernantes 
a efectuar concesiones, como consentir 
autonomías regionales. Es también posi-
ble que una guerra civil sea llevada a cabo 
entre facciones mientras el gobierno 
queda neutral o impotente.34

En vista que la Carta de las Naciones 
Unidas, Artículo 2 párrafo 4, prohíbe 
el uso de la fuerza sólo en las relacio-
nes internacionales de los Estados, 
es evidente que un Estado soberano 
tiene el derecho de uso de la fuerza 
cuando sucede una guerra civil que no 
se encuentre regulada en el Protocolo 
I Adicional a las Convenciones de 
Ginebra (1977).

Es decir, tiene derecho a defender 
su territorio incluso de las amenazas 
internas no legítimas. Sin embargo, 
el Estado debe respetar a cabalidad 
el derecho internacional humanitario.

Entonces, si la guerra civil se establece 
como una guerra de liberación nacional, 
y por tanto, obtiene una dimensión in-
ternacional, el Estado debe abstenerse 
de recurrir a cualquier medida de fuerza 
que prive a los pueblos al ejercicio de 
su derecho a la libre determinación, a 
la libertad o a la independencia.

4.4. Uso de la Fuerza en otros 
Conflictos Internos

Para entender la regulación del uso de 
la fuerza en conflictos internos, par-
tamos de la premisa que el principio 
de libre determinación de los pueblos 
tiene un sentido restringido en el de-
recho internacional público.

Los Pactos Internacionales de Dere-
chos Civiles y Políticos y de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales del 
16 de diciembre de 1966, auspiciados 
por las Naciones Unidas y las Decla-
raciones de Asamblea General de las 
Naciones Unidas, contenidas en la 
Resolución 1514 (XV) “Declaración 
sobre la concesión de la independencia 
a los países y pueblos coloniales”, del 
14 diciembre 1960, y la Resolución 
2625 (XXV) “Declaración sobre los 
principios de Derecho Internacional 
referente a las relaciones de amistad y 
a la cooperación entre los Estados de 
conformidad con la Carta de las Na-
ciones Unidas”, del 24 octubre 1970, 
que afirman que todos los pueblos 
tienen el derecho de libre determina-
ción, deben interpretarse de confor-
midad con el Protocolo I (1977) a las 
Cuatro Convenciones de Ginebra de 
1949, que sólo se refiere a casos muy 
puntuales.
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Así, el principio de libre determi-
nación de los pueblos sólo puede 
invocarse en ciertas circunstancias 
especiales que están expresamente 
establecidas en el Protocolo I (1977), 
sobre las Guerras de Liberación 
Nacional, y son la lucha que ciertos 
pueblos podrían estar llevando aca-
bo contra la dominación colonial, la 
ocupación extranjera y los regímenes 
racistas.

Por otro lado, el principio que se en-
cuentra firmemente asentado en los 
instrumentos mencionados es el de 
la integridad territorial del Estado. 
En ese sentido, es importante decir 
que es una regla de derecho inter-
nacional público la prohibición del 
uso de la fuerza contra la integridad 
de los Estados y sería un acto de 
intervención internacional ilícito 
prestar asistencia a movimientos 
separatistas35.

En el Caso de las Islas Aaland (1921), 
sobre independencia de dichas islas 
de Finlandia, la Comisión de rela-
tores especiales designados por la 
Liga de las Naciones, afirmó que 

la soberanía de las Islas Aaland 
pertenece a Finlandia36, además, la 
Comisión afirmó que:

La separación de una minoría del 
Estado de que forma parte… (sic) 
puede solamente considerarse como una 
solución excepcional, un último recurso 
cuando un Estado no demuestra tener 
voluntad o capacidad para establecer y 
aplicar garantías justas y efectivas.37

Entonces, de este caso se puede deducir 
que el principio de autodeterminación 
o libre determinación de los pueblos, 
no es una regla de derecho internacio-
nal38, desde la acepción más amplia.

Como ejemplos más modernos se 
encuentran el caso del pueblo ben-
galí, que obtuvo su independencia de 
Paquistán en 1971, con el nombre de 
Bangladesh, porque se sentían discri-
minados y explotados. En contraste 
se encuentra la República Turca del 
Norte de Chipre, que sólo es recono-
cida por Turquía, que proclamó su 
independencia en 1983, creada sólo 
como consecuencia de la invasión 
turca de 1974.39
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4.4.1. Contra la insurgencia
Un grupo insurgente no es sujeto de 
derecho internacional hasta que cum-
pla con las condiciones de subjetividad 
tales como “establecer un control 
estable sobre parte del territorio bajo 
una autoridad organizada”40.

Caso contrario, su actividad será, 
entonces, “regulada por el derecho in-
terno del Estado en que la insurgencia 
tiene lugar. El Estado puede adoptar, 
para eliminar dicha insurrección, todas 
las medidas que pone a su disposición 
su ordenamiento jurídico: estado de 
emergencia, ley marcial, estado de sitio, 
etcétera”41.

Sin embargo, si los grupos denomina-
dos insurgentes luchan por una causa 
legítima ya planteada líneas arriba 
(lucha contra la dominación colonial 
o los regímenes racistas), los Estados 
estarían prohibidos en usar la fuerza 
contra ellos.

Contrario sensu, un Estado se encuentra 
legitimado por el derecho internacio-
nal público para llevar a cabo una lucha 
contra los insurgentes, respetando los 
derechos humanos (si los insurgentes 
no logran mantener una guerra civil) o 
el derecho internacional humanitario 
(en caso la insurgencia establezca una 
guerra civil sostenida en el tiempo).

Tabla 1: Uso de la Fuerza en Conflictos Internos

Los estados pueden usar la 
fuerza en los siguientes casos

Los insurgentes pueden usar la 
fuerza en los siguientes casos

• Separatismo / guerras civiles
• Si los Insurgentes violan los 
DDHH

• Guerra de Liberación Nacional
• Si las autoridades violan 
masivamente los DDHH

Los estados tiene las siguientes 
prohibiciones

Los insurgentes tienen las 
siguientes prohibiciones

• Contra una Guerra de Liberación 
Nacional
• Violaciones de los DDHH

• Violaciones de los DDHH
• Si buscan instaurar un régimen 
violador de los DDHH

Fuente: Elaborado por el autor.
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4.4.2. Contra el separatismo
Una lucha separatista podría ser la 
consecuencia de la falta de autonomía 
de una región dentro de un Estado, 
pero la autonomía no es un principio 
del derecho internacional, menos aún 
se deriva del principio de autodeter-
minación42, o libre determinación. Sin 
embargo, la autonomía es un mecanis-
mo que utilizan y deberían utilizar los 
Estados para solucionar una contro-
versia interna que podría devenir en 
separatismo.

Lo cierto es que no existe una regla 
de derecho internacional que obligue 
a los Estados a otorgar autonomía a 
sus minorías (étnicas, religiosas o de 
otra índole), esto es en base al princi-
pio de no intervención en los asuntos 
internos del los Estados estipulado 
en el artículo 2 párrafo 7 de la Carta 
de las Naciones Unidas. Aunque, la 
consecuencia directa de una buena 
autonomía es el mantenimiento de la 
paz, al menos temporalmente.

Sin embargo, existen dos supuestos en 
los que existiría un derecho de separa-
ción. Uno, es el de la población de un 
territorio anexionado por un Estado 
mediante el uso de la fuerza prohibido 
por el DI [como el pueblo de Palesti-
na]. El otro supuesto se daría cuando 

“Una lucha separatista podría 
ser la consecuencia de la 
falta de autonomía de una 
región dentro de un Estado, 
pero la autonomía no es 
un principio del derecho 
internacional, menos aún 
se deriva del principio de 
autodeterminación , o libre 
determinación.”

un Estado violase los derechos de un 
pueblo, ejecutando o consintiendo su 
genocidio, discriminándolo política-
mente de forma grave y sistemática o 
destruyendo su identidad.43

Finalmente, podemos indicar que a 
pesar que un conflicto interno basado 
sólo en el separatismo se internacio-
nalice por medio de la intromisión de 
otro Estado a favor de los separatistas 
y éstos proclamen un nuevo Estado, el 
Estado afectado tiene el derecho del 
uso legítimo de la fuerza. Caso concre-
to podemos citar que en 1931, luego 
de la segunda guerra chino-japonesa, 
Manchuria fue conquistada por Japón, 
que la declaró estado independiente en 
1932 bajo el nombre de Manchukuo.
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Conclusiones

1.  El uso de la fuerza en el derecho 
internacional ha evolucionado 
hasta su prohibición en ciertas 
circunstancias, establecidas en la 
Carta de las Naciones Unidas y el 
Derecho Internacional General.

2.  La prohibición del uso de la fuerza 
en las relaciones internacionales 
no sólo se aplica en casos de in-
tegridad territorial o independen-

cia política de los Estados, sino 
también en casos cuya naturaleza 
impliquen una política de fuerza 
contraria a los principios de las 
Naciones Unidas.

3.  La legítima defensa como ex-
cepción a la prohibición del uso 
de la fuerza deriva del Derecho 
Internacional Consuetudinario e 
implica el cumplimiento de sus 
elementos tales como necesidad, 
proporcionalidad e inmediatez.
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